FUNDAMENTOS

La creación del Juzgado de Familia con sede  en la ciudad de san salvador resulta imperiosa y responde a diversos motivos, todos de preeminencia tal que justifican su establecimiento. En efecto, actualmente el fuero de San salvador posee un juzgado “multifuero”, esto es,  un Juzgado con competencia civil, comercial, laboral y familia y menores.

La problemática familiar requiere por sus características una atención especial por parte del Magistrado, de los funcionarios y de los empleados, avocamiento a la resolución de dicha conflictividad que en los hechos y justamente debido a aquella condición “multifuero” que hoy día tiene el juzgado existente, disminuyen sensiblemente la efectividad del servicio de justicia y las respuestas que la comunidad jurídica y la sociedad toda esperan.

Así el Magistrado con la competencia material actualmente asignada, debe avocarse al trámite de múltiples causas en materia civil y comercial, laboral a todo lo cual se suma el fuero de familia y menores.

En este sentido  y dada la incuestionable especialización que ha alcanzado en la actualidad la Materia de Familia y Minoridad, sumada a la creciente problemática socio-económica  que afecta a la comunidad y  que se traslada, en uno de sus aspectos, en la multiplicación de causas en esa materia, donde la intervención del Magistrado debe ser indelegable ya que el rol que necesariamente debe poseer el Juez de Familia requiere su intervención personal ante las especiales y sensibles cuestiones que atañe resolver, requiere de un fuero también especializado.

La inmediación del Juez de familia, a través de su presencia en múltiples audiencias, es una aspecto fundamental para poder lograr alcanzar los objetivos de brindar un efectivo servicio de justicia en pos de obtener la composición  de los numerosos conflictos que nacen l en el entorno familiar, como también afrontar adecuadamente la problemática de la minoridad que tanto preocupa hoy en día a nuestra sociedad y sus autoridades. Sin embargo, el funcionamiento del fuero de familia dentro y conjuntamente con los otros fueros civil, comercial y laboral, no es lo óptimo en pos de  alcanzar aquellos fines, requiriendo como se adelantó la autonomía funcional y orgánica de esta particular materia.

La perspectiva del derecho procesal sobre el fuero especifico, la función de los jueces y su equipo colaborador y la misión de los abogados, debe modificarse con cambios estructurales, donde debe avizorarse qué el proceso es sólo un síntoma de un conflicto familiar mucho más hondo el que debe enfrentarse y resolverse en la medida de lo posible, pues hace a la tranquilidad del individuo, a la armonía familiar y a la paz social.

La búsqueda de soluciones en materia de Familia por medio de un Juzgado multifuero tal como hoy se encuentra estructurado en San Salvador afectan notoriamente las situaciones familiares, 

pues en ellas el tiempo es vital, toda vez que el devenir histórico modifica situaciones, cambia a las personas por esa sola circunstancia.

La existencia de tribunales especializados, técnicamente asesorados, contribuye a garantizar  y consolidar la convivencia familiar y a resolver con mayor justicia y eficacia los conflictos familiares, tal como lo han sostenido el Primer Congreso  Mundial sobre derecho de Familia (Acapulco, México, 1978) y el Congreso Hispanoamericano de Profesores de Derecho (Salta, Argentina, 1983).

Es de destacar que en la actualidad la mayoría de las jurisdicciones cuentan con Juzgados de Familia especializados, en merito a las consideraciones expuestas.

Otro dato no menor es que, todas las actuaciones referidas a niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal, en la Jurisdicción San Salvador son derivadas a los Juzgados de Familia y Penal de Niños, Niñas y Adolescentes de la ciudad de Concordia, en tanto resultan los organismos especializados más cercanos a esta jurisdicción y dependientes de la cámara de Apelaciones de Concordia, órgano de alzada en común. Todo ello no obstante el principio de inmediatez, respecto al domicilio de los menores. Practicamente torna casi imposible el desarrollo judicial de esta problemática, y ni hablar de solucionarle a las familias los problemas de manera inmediata.-

Dicha circunstancia conspira contra la inmediación necesaria en este tipo de procesos.

La necesidad de órganos jurisdiccionales especializados, no resulta antojadiza, ni caprichosa, responde a imperativos provenientes  tanto del derecho nacional como del derecho internacional. En efecto, en la formulación de un nuevo Derecho de Familia resulta indispensable adecuar los órganos jurisdiccionales llamados a conocer de los conflictos que se suscitan en el ámbito familiar y dotarlos de una competencia amplia para conocer de todos los asuntos que tengan repercusiones sobre la familia.

Nuestro ordenamiento jurídico, a partir de la reforma constituyente del año 1994 ha incorporado a su plexo normativo determinados instrumentos internacionales, otorgándoles en su art. 75 inc. 22, jerarquía constitucional.

De dichos instrumentos surge como consecuencia directa la concepción moderna que ve en el niño un sujeto de derechos tal como lo es el adulto, de acuerdo con la dogmática de los derechos humanos, el niño, como integrante de la clase de los seres humanos, es titular del derecho a igual  trato y consideración de parte del estado (principio  de la inviolabilidad) y del derecho a que no se le reprochen cualidades adscritas, como es la condición de niño (principio de la dignidad). Sin embargo, dicha titularidad tienen una importante particularidad ya que siendo la autonomía del niño potencial, su calidad de sujeto de derechos tiene un doble propósito: por una parte, reconocerle su calidad de tal, y por la otra, desarrollar sus aptitudes para que la concreten. Es decir, se trata de respetar sus derechos con el fin de que lleguen en el futuro a ejercitarlos en plenitud. En este ámbito, el Derecho Internacional muestra un importante desarrollo normativo, 

en lo que se ha denominado en América latina la “Doctrina de la Protección Integral”, cuyo fin consiste en garantizar los derechos de la infancia. 

De acuerdo con el  Art.  44 de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, instrumento  fundamental de la citada doctrina de Protección Integral, nuestro país tiene la obligación positiva de adecuar su Derecho interno y sus políticas públicas a la convención. Por tanto, la incumple tanto cuando vulnera los derechos del niño como  cuando omite emprender una readecuación de sus derecho interno a la normativa internacional.

La creación de los Tribunales de Familia no constituye en proyecto aislado ni dentro del marco de las reformas procesales ni dentro del de las reformas del derecho de familia, contribuye a su análisis, desde que permite visualizarlos como el puente que lleva el nuevo Derecho de Familia a la práctica de Tribunales.

El conflicto familiar se caracteriza por la posición en que se encuentran las partes durante el desarrollo y una vez concluido. El que las partes tengan alguna relación jurídica previa al surgimiento de la controversia, no tiene nada de particular, desde que esta característica constituye, por ejemplo, la base de la responsabilidad contractual. El conflicto entre locatario y locador por la época de restitución del inmueble supone el nexo del contrato de arrendamiento entre ellos. Sin embargo, durante el transcurso de la contienda judicial, ninguno de ellos está obligado a prestar protección personal al otro, ni a proveerlo de alimentos, ni a compartir un hogar común. Asimismo, si se declara la terminación del contrato de locación, desaparece, al menos para el futuro, el nexo primitivo que unía a las partes del conflicto y, por lo tanto, arrendador y arrendatario dejan de ser tales. Parece innecesario agregar, a continuación, que un padre o madre, no pierden tal condición por la dictación de una sentencia.

Las particularidades de la problemática familiar imponen la necesidad de buscar nuevos enfoques para su tratamiento que, tal como ya se expresaba, logren una debida correspondencia entre su naturaleza y la decisión jurisdiccional respectiva.

En la concepción individual, se favorece al individuo como centro de la imputación de derechos y obligaciones. Si a ello unimos una causalidad lineal, tenemos que siempre existirá una víctima y un victimario, un inocente y un culpable. De esta manera, se privilegia el litigio por sobre el acuerdo porque se trata, en último término, de defender derechos individuales afectados, relegando a un segundo plano el interés de la familia como unidad. La ley contempla sus resguardos para la familia rota, no para una familia transformada, de manera el otro quedará relegado a la pobre categoría de visitante. Pareciera que al existir litigantes y culpables dentro de la familia, ella pierde parte de su respetabilidad, reduciendo las posibilidades de que tome sus propias decisiones, las cuales serán ahora reemplazadas por la sentencia del Juez.

Según la concepción sistémica en cambio, la imputación de derechos y obligaciones está centrada en la familia como totalidad. A consecuencia de ello, ninguna solución a un conflicto podría importar la defensa de los derechos de uno y al mismo tiempo, el atentado a los intereses de 

todos. Abandonando el esquema de culpables y víctimas, y considerando que en sistemas que interactúan como causalidad circular, las conductas son meras respuestas a otras conductas y por lo tanto, las responsabilidades son necesariamente compartidas, se revaloriza el acuerdo, relegando a un plano secundario al litigio. Esta concepción sistémica moderna nos aleja de la terrible sensación que cuando las personas “ganan” un juicio de familia, se ha perdido definitivamente la posibilidad de arribar a una solución satisfactoria de sus problemas.

Otro factor determinante para intentar explicar la necesidad de una jurisdicción especial y especializada para los conflictos de familia, es la intervención de niños en él, entendiendo por tales, a todo ser humano menor de 18 años (art. 1 CIDN), sujeto de plena dignidad humana con la particularidad de su potencialidad en cuanto al ejercicio de sus derechos, con problemáticas específicas que requieren respuestas idóneas. 

En este sentido la Ley 26.061 de “Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes”, adecúa la legislación interna a los instrumentos internacionales citados. Por su parte la Provincia de Entre Ríos, el 15 de septiembre de 2008, sanciona la Ley N° 9861 de “Protección Integral de los Derechos del Niño, el Adolescente y la Familia”, en adhesión a la Ley Nacional pre mencionada.

Sin perjuicio de las adecuaciones legislativas descriptas resulta imperiosa la creación de un Juzgado de Familia y Penal de Niños, Niñas y Adolescentes a efectos de asegurar los objetivos y principios de las normas sustantivas existentes en la materia.-

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE  ENTRE RIOS SANCIONA CON FUERZA DE

LEY

ARTICULO 1°.- Crease el Juzgado de Familia con asiento en la Ciudad de San Salvador, el que tendrá competencia territorial y jurisdicción en todo el Departamento San Salvador,.

ARTICULO 2°.- A efectos de dar cumplimiento al artículo precedente, créanse los siguientes cargos: un (1) Juez de Familia el que será asistido por un (1)Secretario ; un (1)Jefe de Despacho; un (1) Oficial Mayor; un (1)Oficial Principal; un (1)Escribiente; y un (1) Auxiliar de Segunda, cuyos cargos se crean por la presente Ley. Además, de acuerdo a las posibilidades presupuestarias, podrán ser designados los profesionales y/o técnicos que puedan conformar el equipo interdisciplinario de auxiliares.

ARTICULO 3°.- Facultase al Superior Tribunal de Justicia a arbitrar los medios y recursos necesarios para la implementación y aplicación de la presente Ley. La fecha de inicio de la actividad jurisdiccional deberá establecerse dentro del plazo de sesenta (60) días contados a partir de la aprobación de las partidas presupuestarias destinadas a su funcionamiento.

ARTICULO 4°.- Todos los juicios y acciones judiciales que en materia de Familia se encuentren en trámite por ante los Juzgados Civil y Comercial, pasaran a tramitar al Juzgado creado por la presente Ley  desde el momento de su puesta en vigencia.

ARTICULO 5°.- Los gastos que demande la implementación de la misma serán imputados a Rentas Generales.

ARTICULO 6°.- De forma

